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Introducción

En 1997, el Tratado de Amsterdam introdujo en el Tratado CE el artículo 13 contra la
discriminación. Este artículo sirve de base para dos directivas, la Directiva sobre igualdad de 
trato en el empleo1 y la denominada Directiva sobre igualdad racial2. Esta última Directiva 
debía haber sido aplicada por los Estados miembros antes del 19 de julio de 2003.

El informe de la Comisión3 ofrece un análisis sobre la aplicación de la Directiva sobre la 
igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico. En una fase 
posterior durante este año, la Comisión presentará probablemente información sobre posibles 
procedimientos por incumplimiento.

La ponente considera que la Directiva sobre igualdad racial (2000/43/CE) es una legislación 
importante. Ha constituido un gran paso adelante en la protección de las personas contra la 
discriminación y les ha proporcionado posibilidades de recurso. También es importante que la 
Directiva se aplique a todas las personas, independientemente de su ciudadanía o estatuto de 
residencia.

La aplicación correcta de la Directiva exige aún mucho trabajo. La ponente pide a la 
Comisión que tenga en cuenta no sólo la transposición correcta de las Directivas, sino que 
considere también los obstáculos de fondo. Muchas personas no son conscientes de sus 
derechos o tienen dificultades a la hora de emprender una acción legal. Debe darse mayor 
prioridad a la información sobre las leyes contra la discriminación y el acceso al derecho de 
recurso.

A pesar de los progresos realizados en la transposición de las directivas relativas a la no 
discriminación, el racismo no ha disminuido. Al contrario: en la Unión Europea ha aumentado 
de manera dramática el número de actos racistas registrados. A ello se suman las pruebas de 
una mayor tolerancia con los comportamientos discriminatorios, en particular frente a los 
inmigrantes y los musulmanes. El racismo es contrario a los principios de la Unión Europea; 
socava la cohesión social que impide la emancipación de las personas. Es importante que el 
Parlamento Europeo dé un impulso para aumentar la voluntad política de abordar el racismo.

En relación con la aplicación de la Directiva, la ponente ha examinado el ámbito de 
aplicación, las posibilidades de recurso, la carga de la prueba, los organismos de promoción 
de la igualdad, la divulgación de información y la sensibilización.

1. Ámbito de aplicación

En el momento de su adopción, la Directiva sobre igualdad racial fue revolucionaria, porque
no limitaba la protección contra la discriminación al ámbito del empleo. Su artículo 3 incluye 
en el ámbito de aplicación, entre otras cosas, la seguridad social, la educación y el acceso a 

  
1 Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco 
general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.
2 Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del principio de igualdad de 
trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico.
3 COM(2006)0643 final/2 de 15 de diciembre de 2006.
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bienes y servicios, incluida la vivienda.

El amplio ámbito de aplicación de la Directiva 2000/43/CE no se reflejaba en la Directiva 
sobre el empleo (2000/78/CE), que prohíbe la discriminación por motivos de religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, pero sólo en relación con el empleo y 
la ocupación. La ponente acoge con satisfacción el hecho de que un determinado número de 
Estados miembros haya adoptado el amplio ámbito de aplicación de la Directiva sobre 
igualdad racial para todos los tipos de discriminación, con lo que van más allá de la Directiva.

La ponente considera que la Directiva sobre el empleo debería modificarse con el fin de que 
tenga el mismo ámbito de aplicación que la Directiva sobre la igualdad racial. Esto es 
necesario para no crear una jerarquía en las formas de discriminación y evitar también 
problemas en caso de discriminación múltiple.

Además, dado que el racismo va unido a la discriminación por motivos de nacionalidad y/o 
religión o convicciones, la adaptación del ámbito de aplicación de la Directiva puede ser 
necesaria para aumentar el acceso a un recurso efectivo.

Si bien la mayor parte de los países parece respetar el ámbito de aplicación de la Directiva 
sobre igualdad racial, aún existen importantes deficiencias que es necesario abordar. Cinco
Estados miembros, por ejemplo, aún no han transpuesto adecuadamente la Directiva en los 
ámbitos distintos del empleo1.

Además, en algunos Estados miembros la transposición se ha limitado al sector privado. En 
dos países, el servicio militar queda excluido del ámbito de aplicación de la legislación
transpuesta2. Mientras el sector público no está adecuadamente cubierto en algunos Estados 
miembros, otros han limitado la aplicación de la Directiva al sector privado3. Dado que todos 
los organismos públicos y privados están incluidos en el ámbito de aplicación de la Directiva, 
es necesario averiguar por qué han quedado excluidos determinados sectores.

La ponente también quisiera saber de la Comisión si la Directiva cubre también actividades de 
las autoridades policiales en los Estados miembros, tales como la elaboración de perfiles 
étnicos.

2. Posibilidades de recurso

Todos los Estados combinan los procedimientos judiciales con los no judiciales. Esto es 
importante, porque en los procedimientos civiles la carga de la prueba no corresponde 
únicamente a la víctima y porque ésta no depende del fiscal para presentar reclamaciones.

En general, la jurisprudencia sobre la discriminación es muy reducida. Se podría concluir que 
el racismo no es un problema especialmente grave, pero la investigación llega a otros 
resultados. Un argumento más realista es que aún existen muchas barreras para acceder a la 
justicia. La duración y complejidad de los procedimientos pueden tener un efecto disuasorio 

  
1 Malta, Letonia, Estonia, Polonia, República Checa.
2 Letonia, Malta.
3 Hungría.
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sobre las víctimas1. Por otro lado, cuando se quiere presentar una reclamación el plazo es a 
veces demasiado corto. Por ejemplo, las víctimas tienen sólo 30 días en Hungría y dos meses 
en los Países Bajos e Irlanda para emprender una acción.

En un determinado número de Estados miembros la insuficiencia de recursos económicos 
para llevar adelante un caso puede constituir un obstáculo real2.

Las asociaciones pueden representar una ayuda real para las víctimas. Sin embargo, varios
Estados miembros no prevén normas especiales para la implicación de las asociaciones en los 
procedimientos por discriminación3. Pocos Estados permiten a las asociaciones implicarse en 
procedimientos «en nombre de las víctimas» de discriminación. Hay algunos ejemplos 
positivos como España o Letonia donde las entidades legales autorizadas legalmente a 
defender derechos e intereses colectivos legítimos pueden implicarse en nombre del o de la 
demandante, con la autorización de este o esta, en cualquier procedimiento judicial con el fin 
de hacer efectivo el principio de igualdad de trato basado en el origen racial o étnico.

La infracción de las leyes contra la discriminación debe perseguirse con sanciones eficaces
proporcionadas y disuasorias. Puede decirse que hasta ahora pocos países han establecido 
sanciones apropiadas.

3. Carga de la prueba

Son de sobra conocidas las dificultades para probar un trato discriminatorio. En el sector del 
empleo en particular el empleador tiene una posición mucho más fuerte que el empleado, 
dado que la información relativa a la supuesta decisión discriminatoria está normalmente en 
poder del empleador y los testigos son con frecuencia reacios a testificar contra su propio 
empleador. Por esta razón, el artículo 8 prevé una prueba, por así decir, en dos fases. En la 
primera fase, las personas que consideren haber sido objeto de discriminación presentan los 
hechos que permiten presumir que ha habido discriminación directa o indirecta. La carga de la 
prueba pasará entonces al demandado para probar que no se ha violado el principio de 
igualdad de trato. Esto no se aplicará a los procedimientos penales.

Varios Estados miembros no han transpuesto (adecuadamente) la disposición relativa a la 
carga de la prueba4. Además, en algunos Estados miembros las disposiciones que transponen
la carga de la prueba no han podido ser verificadas en la práctica por falta de casos de litigio.

Los primeros indicios extraídos de la práctica judicial dan a entender que incluso una prueba 
prima facie sigue siendo un obstáculo difícil de superar por parte de los demandantes. Es 
difícil obtener estadísticas y las pruebas de situación deben cumplir condiciones estrictas.

La recogida de datos sensibles que se necesitaría para establecer la discriminación indirecta o 

  
1 Este es el caso de Portugal y Eslovenia donde existe la preocupación de que determinados procedimientos 
judiciales puedan prolongarse por cinco años o más.
2 Por ejemplo, en la República Checa, Lituania y Eslovaquia.
3 Por ejemplo, en Dinamarca, Finlandia, Lituania, Suecia o el Reino Unido.
4 Austria, Italia, Letonia, Polonia, Estonia, Lituania, Luxemburgo, Alemania. Véase la Red de Expertos 
Independientes, p. 73.
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para evaluar la amplitud de la discriminación en la sociedad sigue provocando preocupación y 
miedo en muchos Estados miembros.

4. Organismos de promoción de la igualdad

Casi todos los Estados miembros1 disponen actualmente de organismos de promoción de la 
igualdad o han atribuido las funciones que deben desempeñar tales organismos a otros 
existentes, tales como las instituciones nacionales de derechos humanos. Una elevada 
proporción de estos organismos es competente no sólo para la discriminación basada en el 
origen racial y étnico sino también en otros motivos. Los organismos respectivos prestan 
asistencia a las víctimas de discriminación de diferentes maneras, tales como emprender una 
acción legal2 o mediante dictámenes no vinculantes sobre reclamaciones que se les hayan 
presentado3. Un determinado número de organismos puede investigar reclamaciones de 
discriminación y, normalmente, obligar a todas las partes implicadas a mostrarse de acuerdo 
con sus resultados4.

Queda por ver si todos los organismos serán capaz de desempeñar sus funciones con 
independencia, tal como exige la Directiva5. Por ejemplo, tanto en Italia como en España los 
organismos de promoción de la igualdad están adscritos a ministerios.

En algunos países los organismos no tienen recursos económicos suficientes para desempeñar 
sus funciones.

5. Divulgación de la información y sensibilización

Generalmente, los derechos son de poca utilidad si las personas no son conscientes de ellos. 
Por consiguiente, el artículo 10 de la Directiva impone a los Estados miembros la obligación 
de divulgar, por todos los medios adecuados, la información relativa a las disposiciones de la 
Directiva.

Tanto la Comisión como la Red de Expertos Jurídicos Independientes han observado que 
muchos Estados miembros no han cumplido con sus obligaciones en este punto. También el 
reciente Eurobarómetro confirma que la conciencia de la existencia de una legislación contra 
la discriminación está poco desarrollada. Sólo el 35 % de los que responden piensa que en su 
país existe una ley que prohíbe la discriminación basada en el origen étnico. Y sólo una 
tercera parte de los ciudadanos de la UE afirma saber qué hay que hacer cuando son víctimas 
de discriminación o acoso. En particular en los diez nuevos Estados miembros los niveles de 

  
1 Las excepciones son la República Checa, Luxemburgo, Malta y Alemania.
2 Por ejemplo los organismos de Finlandia, Bélgica, Hungría, Irlanda, Reino Unido y Suecia.
3Esta es la situación en Austria, Países Bajos, Dinamarca, Chipre, Hungría, Letonia, Lituania, Grecia y 
Eslovenia.
4 Por ejemplo en Austria, Chipre, Francia, Hungría, Irlanda, Lituania y Suecia.
5 Véase el informe «El desarrollo de la legislación antidiscriminación en Europa – una comparación entre los 25 
Estados miembros», Red Europea de Expertos Independientes en el ámbito de la no-discriminación, noviembre 
de 2006.
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concienciación son más bajos.

No obstante, la Directiva ha impulsado un debate público sobre la no discriminación y ha 
dado lugar a muchas iniciativas importantes. Un determinado número de Estados miembros, 
incluidos Malta, Polonia y Portugal, han incorporado a su legislación nacional la obligación 
de los empleadores de informar a sus empleados sobre las leyes relativas a la discriminación. 
Finlandia ha tenido especialmente éxito al poner a disposición un folleto sobre la ley de no 
discriminación en alfabeto Braille y tanto impreso como en Internet en finés, sueco, inglés, 
sami, ruso, árabe y español.

Es absolutamente necesario, sin embargo, que en el contexto del Año Europeo de la Igualdad
de Oportunidades tanto las instituciones de la UE como los Estados miembros garanticen que 
toda persona en Europa sea consciente de sus derechos.


